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DICTAMEN DE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE RELATIVO A DOS INICIATIVAS 
QUE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTI-
TUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE CAMPECHE. 
 
HONORABLE ASAMBLEA: 
 
A la Diputación Permanente le fue turnada mediante oficio la documentación que 
integra los expedientes legislativos INI/139/LXIV/07/22 y su acumulado 
INI/163/LXIV/10/22, relativo a dos iniciativas promovidas por diversos integrantes 
de la actual Legislatura, con la intención de reformar el artículo 6o., la fracción VI 
del artículo 19 y adicionar el artículo 6o. Ter, todos de la Constitución Política del 
Estado de Campeche. 
 
Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 58 fracción II de la 
Constitución Política del Estado de Campeche, 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder 
Legislativo del Estado, este Órgano Colegiado emite el presente dictamen para que 
sea puesto a consideración del Pleno, de conformidad con la siguiente 
 

Metodología 
 

Atendiendo al imperativo del artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo 
del Estado de Campeche1, en lo que respecta a la obligación de redactar dictáme-
nes claros y sencillos, sin dejar de observar los motivos, fundamentos jurídicos, así 
como la forma en que deben estar estructurados los dictámenes, es que por cues-
tión de orden del documento se propone una metodología dividida en las fases si-
guientes: 
 
Un apartado de Antecedentes, en el que se hará referencia de forma expositiva al 
trámite del proceso legislativo en Comisiones, así como en la Diputación Perma-
nente. 
 
 
 

                                                           
1 En lo subsecuente Ley Orgánica. 

Expedientes: INI/139/LXIV/07/22 y su acumulado 
INI/163/LXIV/10/22. 

ASUNTOS: Iniciativas para reformar el artículo 6o., la 
fracción VI del artículo 19 y adicionar el artículo 6o. Ter, 
todos de la Constitución Política del Estado. 

PROMOVENTES: Legisladores locales. 
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Un apartado de Sentido de Dictamen, en el que se apreciará la decisión última de 
este Órgano Parlamentario, ya sea por unanimidad o por mayoría determinando si 
son procedentes o no las iniciativas examinadas y de ser el caso, la propuesta que 
corresponda. 
 
Un apartado de Consideraciones, en el que se podrán advertir los motivos y fun-
damentos jurídicos que sostienen el sentido de este Dictamen, que a su vez, gene-
ran convicción en los integrantes de este Órgano Colegiado sobre la procedencia 
de las iniciativas, ya sea en sus términos o con modificaciones. 
 
Un apartado de Decreto, en el que atendiendo a lo previsto por los artículos 78 y 
79 de la Ley Orgánica, se hará la propuesta de redacción de Decreto que reforme, 
derogue o adicione disposiciones a la Constitución Política del Estado o de leyes 
secundarias, según sea el caso. 
 

Antecedentes 
   
1. El siete de julio de dos mil veintidós, la diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional presentó 
una iniciativa para reformar el artículo 6o., la fracción VI del artículo 19 y adicionar 
el artículo 6o. Ter a la Constitución Política del Estado de Campeche. Turnándose 
el doce del mismo mes y año a la Comisión de Puntos Constitucionales y Control 
Interno de Convencionalidad, para su estudio y dictamen. 
 
2. El diez de octubre del mismo año, el diputado José Antonio Jiménez Gutiérrez, 
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Morena presentó una iniciativa para 
reformar el artículo 6o. y adicionar el artículo 6o. Ter a la Constitución Política del 
Estado de Campeche. Turnándose en su oportunidad a las Comisiones de Medio 
Ambiente y Desarrollo Sustentable y, de Derechos Humanos y de Asuntos de Fa-
milia, para su estudio y dictamen. 

 

3. El treinta y uno de julio de dos mil veintitrés, el Pleno del Congreso del Estado 
de Campeche, aprobó el Acuerdo número 101 para desarrollar las actividades del 
Poder Legislativo del Estado, durante el tercer periodo de receso del segundo año 
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de ejercicio constitucional de la LXIV Legislatura y consecuentemente, fue enviado 
a esta Diputación Permanente el inventario de asuntos legislativos pendientes de 
resolución para su trámite correspondiente. 
 
4. El veintinueve de agosto del año en curso la Presidencia de la Diputación Per-
manente convocó a sus integrantes para reunión de trabajo a celebrarse en este 
día con el objeto de resolver las iniciativas en mención de manera conjunta por su 
estrecha vinculación en lo que respecta a la propuesta normativa, con la finalidad 
de evitar dictámenes contradictorios. 
 
5. En ese estado procesal, este Órgano Parlamentario determina el siguiente  
 

Sentido del Dictamen 
 
Primero. Es procedente la acumulación de las iniciativas referidas en el Apartado 
de Antecedentes para su dictaminación conjunta por su íntima relación entre cada 
una de ellas. 
 
Segundo. Son procedentes las iniciativas presentadas con las modificaciones, mo-
tivos y fundamentos expresados en este dictamen. 
 
Tercero. En su oportunidad, comuníquese a la Presidencia de la Mesa Directiva en 
turno el presente resolutivo para los efectos precisados en el artículo 130 de la 
Constitución Política del Estado de Campeche. 
 

Consideraciones 
 
Primera. Competencia de la Diputación Permanente. 
 
Esta Diputación Permanente es competente para conocer, estudiar, resolver y emitir 
el presente dictamen de conformidad con lo dispuesto por los artículos 55, 58 frac-
ción II de la Constitución Política del Estado de Campeche, 23, 24 fracción XIV, 42 
y 44 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
Disposiciones de las cuales es posible significar que durante los períodos de receso 
del Congreso habrá una Diputación Permanente, cuya integración, funcionamiento 
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y competencia se rige por lo previsto en la propia Constitución local y en la Ley 
Orgánica del Poder Legislativo del Estado. 
 
Ordenamientos que a la par precisan que está integrada por los miembros de la 
Junta de Gobierno y Administración, con facultades amplias para emitir dictamen 
sobre todos los asuntos que queden sin resolución en los expedientes durante los 
periodos ordinarios, a fin de que en el período inmediato de sesiones ordinarias 
sigan tratándose.  
 
Segunda. Facultad de los promoventes 
 
Sobre este aspecto, el artículo 46 de la Constitución Política del Estado de Campe-
che, permite que varios sujetos plenamente determinados cuenten con derecho 
para iniciar leyes o decretos, destacando, naturalmente, a las y los diputados del 
Honorable Congreso del Estado de Campeche. 
 
De forma tal que, si las iniciativas a resolver fueron presentadas por la diputada 
Adriana del Pilar Ortiz Lanz y el diputado José Antonio Jiménez Gutiérrez, es indu-
dable que las propuestas que dieron origen a este dictamen son legítimas por haber 
estado instadas por sujetos con reconocimiento constitucional para iniciar leyes. 
 
Tercera. Acumulación 
 
El artículo 43 de la Ley Orgánica, establece de manera enfática que cuando existan 
varias iniciativas sobre un mismo asunto o cuyos temas se relacionen entre sí, pro-
cederá su acumulación para ser analizadas, discutidas y resueltas todas ellas de 
manera conjunta, esto es, en un solo dictamen, con el objeto de evitar resoluciones 
contradictorias. 
 
Sobre esta premisa, es dable advertir que las dos iniciativas tienen por objeto alterar 
el contenido del artículo 6o. de la Constitución Política del Estado de Campeche, ya 
sea con reformas o adición de párrafos. 
 
Además de ello, se aprecian propuestas cuya finalidad última es fortalecer los de-
rechos humanos de la ciudadanía campechana en materia de educación, interés 
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superior de la niñez, medio ambiente sano, vida digna y movilidad en condiciones 
de igualdad. 
 
En ese sentido, este Órgano Parlamentario considera que no obstante de la com-
plejidad de los temas que se ponen a consideración se suma la intención de esta-
blecerlo en sede constitucional, no puede obviarse su resolución de manera con-
junta, más aún si todas ellas, tienen por objeto afectar todo o en parte de su artículo 
6o., en el cual se detallan temas distintos2 a las propuestas de los iniciantes. 
 
En la inteligencia, que también se tiene en cuenta el dictamen diverso de la Comi-
sión de Puntos Constitucionales y Control Interno de Convencionalidad relativo al 
expediente legislativo número INI/143/LXIV/07/22 de fecha 7 de octubre de 2022, 
en el cual fue resuelta una iniciativa presentada por la diputada Elisa María Hernán-
dez Romero en materia de derecho petición, en el que se aprobó adicionar un ar-
tículo 6o. Ter a la Constitución del Estado de Campeche. 
 
Además del dictamen diverso de esa misma Comisión de Puntos Constitucionales 
y Control Interno de Convencionalidad relativo al expediente legislativo número 

INI/183/LXIV/11/22, en el cual se puso en estado de resolución la iniciativa presen-
tada por legisladores del grupo parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano en 
materia de movilidad, en el que se aprobó reformar el artículo 6o. de la Constitución 
Política del Estado de Campeche.  
 
Por las anteriores consideraciones de hecho y de derecho, esta Diputación Perma-
nente determina la acumulación de las dos iniciativas en mención, para que sean 
resueltas en un solo dictamen y así, evitar fallos legislativos que puedan contrapo-
nerse entre sí. 
 
Cuarta. Voluntad de los legisladores promoventes 
 
Para determinar estos aspectos es necesario distinguir con suma puntualidad cada 
uno de los puntos que los promoventes proponen, así como las razones en que 

                                                           
2 El actual artículo 6° Constitucional local prescribe la garantía en el goce de los derechos humanos a quienes se encuentren 
en territorio campechano, además del derecho a indemnización por actividad irregular del Estado y Municipios, así como el 
respeto en toda actuación pública del principio de interés superior de la niñez y los adultos mayores. 
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sostienen su procedencia a partir del estudio de las iniciativas, en términos de la 
siguiente ilustración: 
 

Propuesta de la Diputada Adriana del Pilar Ortiz Lanz 
Texto vigente Texto propuesto Razón de la propuesta 

ARTÍCULO 6o.- Además de lo 
que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos 
prescribe sobre derechos ga-
rantizados para toda personas 
(sic) que se encuentra en terri-
torio nacional, las que estén en 
territorio campechano gozarán 
de los demás derechos huma-
nos que la presente Constitu-
ción reconoce y garantiza en 
su ejercicio, así como los que 
surjan de los convenios inter-
nacionales suscritos por el Es-
tado Mexicano y de las leyes 
que emita el Congreso de la 
Unión emanadas de la Carta 
Federal. 
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Toda persona que sufra un 
daño o lesión en sus bienes y 
derechos, con motivo de la ac-
tividad administrativa irregular 
del Estado y de los Municipios, 

ARTÍCULO 6o.- […] 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Las niñas, los niños y ado-
lescentes gozarán de todos 
los derechos humanos. Las 
autoridades velarán por el 
pleno ejercicio de estos y ga-
rantizarán su adecuada pro-
tección, privilegiando en 
todo momento el interés su-
perior de las niñas, niños y 
adolescentes. 
 
 
 
[…] 
 
 
 
 

Reforzar el interés superior de 
la niñez, ampliando y garanti-
zando que las niñas, niños y jó-
venes campechanos accedan 
plenamente al derecho a la 
educación. 
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tendrá derecho a ser indemni-
zada conforme lo establece el 
artículo 101 bis de esta Consti-
tución. En todas las decisiones 
y actuaciones de las autorida-
des administrativas, jurisdic-
cionales y legislativas, así 
como de las demás institucio-
nes públicas o privadas de bie-
nestar social, se velará y ob-
servará el principio del interés 
superior de la niñez y de la 
adolescencia, garantizando en 
la máxima medida posible el 
ejercicio pleno de sus dere-
chos. 
 
Atendiendo a este principio, el 
ejercicio de los derechos de los 
adultos no podrá en ningún 
momento, ni en ninguna cir-
cunstancia, condicionarse o 
anteponerse a los derechos de 
la niñez y de la adolescencia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[…] 

Sin correlativo ARTICULO 6o. Ter.- La edu-
cación y al acceso a la for-
mación profesional y conti-
nua es un derecho humano. 
Este derecho incluye la fa-
cultad de recibir gratuita-
mente la enseñanza obliga-
toria en los términos que es-
tablece el artículo 3° de la 
Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
La educación inicial es un 
derecho de la niñez y será 
responsabilidad del Estado 
concientizar sobre su impor-
tancia.  
Corresponde al Estado otor-
gar atención especial al de-

Reestablecer el orden constitu-
cional, reconociendo el dere-
cho a la educación como un 
derecho social fundamental, 
en virtud que de la lectura del 
texto constitucional local no se 
aprecia a la educación como 
derecho humano. 
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bido ejercicio de este dere-
cho; este promoverá́ y aten-
derá́ todos los tipos y moda-
lidades educativos necesa-
rios para el desarrollo del 
Estado; así como garantizar 
el derecho de los padres a 
asegurar la enseñanza de 
garantiza el derecho de los 
padres a asegurar la ense-
ñanza de sus hijas e hijos, y 
participar en su proceso de 
formación a través de la 
transmisión de su identidad 
cultural y valores.  
 
El Estado priorizará el inte-
rés superior de niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes en el 
acceso, permanencia y parti-
cipación en los servicios 
educativos.  
 
La educación se basará en el 
respeto irrestricto de la dig-
nidad de las personas, con 
un enfoque de derechos hu-
manos y de igualdad sustan-
tiva tendera a desarrollar ar-
mónicamente, todas las fa-
cultades del ser humano y 
fomentará en él, a la vez, el 
amor a la patria, el respeto a 
todos derechos, las liberta-
des, la cultura de paz y la 
conciencia de la solidaridad 
internacional, en la indepen-
dencia y en la justicia; pro-
moverá́ la honestidad, los 
valores y la mejora continua 
del proceso de enseñanza 
aprendizaje. 
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ARTÍCULO 19.- Son obligacio-
nes del ciudadano campe-
chano:  
 
I. Alistarse en la Guardia Na-
cional;  
 
II. Votar en las elecciones po-
pulares en los términos que se-
ñale la ley;  
 
III. Desempeñar los cargos de 
elección popular de la Federa-
ción, del Estado y del Munici-
pio;  
 
IV. Desempeñar las funciones 
electorales y las de jurado. Las 
funciones electorales tendrán 
carácter obligatorio y gratuito, 
pero serán retribuidas aquellas 
que se realicen profesional-
mente, en los términos de esta 
Constitución y las leyes corres-
pondientes;  
 
V. Inscribirse en el Catastro, 
manifestando la propiedad que 
el mismo ciudadano tenga, así 
como la industria, profesión o 
trabajo de que subsista, e ins-
cribirse en los Padrones Elec-
torales del Municipio en que re-
sida;  
 
VI. Hacer que sus hijos o pupi-
los menores de edad concu-
rran a las escuelas públicas o 
privadas, para que ingresen, 
cursen y concluyan la educa-
ción preescolar, la educación 
primaria, la educación secun-

ARTÍCULO 19.- […] 
 
 
 
[…] 
 
 
[…] 
 
 
 
[…] 
 
 
 
 
[…] 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[…] 
 
 
 
 
 
 
 
 
VI. Hacer que sus hijas, hijos 
o pupilos menores de edad 
concurran a las escuelas, 
para recibir la educación 
obligatoria en los términos 
que establece el artículo ter-
cero de la Constitucional Po-
lítica de los Estados Unidos 

Considera que el actual texto 
de la fracción que se propone 
reformar es contraria y omisa a 
mandato federal, ya que en su 
estima, no se contempla a la 
educación inicial como parte 
de las obligaciones de los ciu-
dadanos campechanos. 
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daria y la educación media su-
perior durante el tiempo que 
marquen las leyes relativas;  
 
 
 
 
 
VII. Contribuir para los gastos 
públicos del Estado y Munici-
pio en que residan en la forma 
proporcional y equitativa que 
establezcan las leyes;  
 
VIII. Asistir a los lugares, días 
y horas designados por el 
Ayuntamiento del lugar en que 
residan, para recibir instruc-
ción cívica y militar que los 
mantenga aptos en el ejercicio 
de sus derechos y en el cum-
plimiento de sus obligaciones 
de ciudadano, diestros en el 
manejo de las armas, conoce-
dores de la disciplina militar y 
de la solidaridad social. Las 
Autoridades Municipales toma-
rán la participación que seña-
len las Leyes del Estado en 
esta función educativa y orga-
nizarán la que corresponda im-
partir, o recibir a los residentes 
del Municipio. 

Mexicanos, así como partici-
par en su proceso educativo, 
al revisar su progreso y 
desempeño, velando siem-
pre por su bienestar y desa-
rrollo; 
[…] 
 
 
 
 
 
[…] 
 
 
 
 
 
 
 

 
Propuesta del Diputado José Antonio Jiménez Gutiérrez 

Texto vigente Texto propuesto Razón de la propuesta 
ARTÍCULO 6o.- Además de lo 
que la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos 
prescribe sobre derechos ga-
rantizados para toda personas 
(sic) que se encuentra en terri-
torio nacional, las que estén en 

ARTÍCULO 6o.- En el Estado 
de Campeche las personas 
gozan de los derechos hu-
manos y garantías reconoci-
das en la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos 
Mexicanos, en los tratados e 

La propuesta persigue contri-
buir plasmando los derechos 
humanos relacionados con la 
búsqueda de un entorno digno, 
consagrados en nuestro País, 
reflejo de una larga evolución 
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territorio campechano gozarán 
de los demás derechos huma-
nos que la presente Constitu-
ción reconoce y garantiza en 
su ejercicio, así como los que 
surjan de los convenios inter-
nacionales suscritos por el Es-
tado Mexicano y de las leyes 
que emita el Congreso de la 
Unión emanadas de la Carta 
Federal. 
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 
Sin correlativo 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Toda persona que sufra un 
daño o lesión en sus bienes y 
derechos, con motivo de la ac-
tividad administrativa irregular 
del Estado y de los Municipios, 
tendrá derecho a ser indemni-
zada conforme lo establece el 
artículo 101 bis de esta Consti-
tución. En todas las decisiones 

instrumentos internaciona-
les de los que el Estado me-
xicano sea parte, en esta 
Constitución y en las nor-
mas generales y locales. Y 
cuyo ejercicio no podrá res-
tringirse ni suspenderse, 
salvo en los casos y bajo las 
condiciones que la Constitu-
ción Federal establece. 
 
Los derechos pueden ejer-
cerse a título individual o co-
lectivo, tienen una dimen-
sión social y son responsa-
bilidad común. 
 
Todas las autoridades en el 
ámbito de sus competencias 
están obligadas a promover, 
respetar, proteger y garanti-
zar los derechos humanos 
de conformidad con los prin-
cipios de universalidad, in-
terdependencia, indivisibili-
dad y progresividad. En con-
secuencia, el Estado deberá 
prevenir, investigar, sancio-
nar y reparar las violaciones 
a los derechos humanos, en 
los términos que establezca 
la ley. 
 
[…] 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

en materia de derechos huma-
nos, con el objetivo de visibili-
zar las obligaciones existentes 
sobre el cumplimiento de estos 
a las autoridades competen-
tes, con la aspiración que im-
pulse acciones para planificar, 
programar y ejecutar progra-
mas, líneas de acción y metas 
necesarias para el ejercicio 
pleno de los mismo; y para que 
el ciudadano haga exigible su 
cumplimiento. 
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y actuaciones de las autorida-
des administrativas, jurisdic-
cionales y legislativas, así 
como de las demás institucio-
nes públicas o privadas de bie-
nestar social, se velará y ob-
servará el principio del interés 
superior de la niñez y de la 
adolescencia, garantizando en 
la máxima medida posible el 
ejercicio pleno de sus dere-
chos. 
 
Atendiendo a este principio, el 
ejercicio de los derechos de los 
adultos no podrá en ningún 
momento, ni en ninguna cir-
cunstancia, condicionarse o 
anteponerse a los derechos de 
la niñez y de la adolescencia. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[…] 
 

Sin correlativo ARTICULO 6 ter.- En el Es-
tado de Campeche recono-
cemos la evolución de los 
derechos humanos, resguar-
damos su progresividad y 
fomentamos el gradual pro-
greso de su cumplimiento y 
la eliminación de toda forma 
que vulnere su retroceso. El 
Estado realizará todas las 
acciones necesarias orienta-
das a lograr el derecho a una 
vida digna. 
 
Toda persona tiene derecho 
a un medio ambiente sano 
para su desarrollo y bienes-
tar. El Estado de Campeche 
garantizará el respeto a este 
derecho y fomentará todas 
las acciones necesarias para 
la participación activa de 
ciudadanía y gobierno, para 

Reconocer el derecho a la mo-
vilidad como un derecho hu-
mano que permita cambiar el 
paradigma de cómo se conci-
ben las ciudades, los principios 
y prioridades de la movilidad 
urbana y la seguridad vial. 
 
Buscando impactar en todas 
las autoridades de conformi-
dad con su ámbito de compe-
tencia, deberán modificar pla-
nes, estrategias, políticas pú-
blicas y líneas de acción para 
mejorar las condiciones del li-
bre desplazamiento, pero con 
una visión integradora con el 
medio ambiente, los espacios 
públicos y la infraestructura; 
cuya satisfacción permitirá al-
canzar el bienestar ciudadano 
y la dignidad humana. 
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su ejercicio, como condición 
necesaria previa para la rea-
lización de otros derechos 
humanos.  
 
Toda persona tiene derecho 
a disfrutar de una vivienda 
digna y decorosa. La Ley es-
tablecerá los instrumentos y 
apoyos necesarios a fin de 
alcanzar tal objetivo.  
 
Toda persona tiene derecho 
al acceso a la cultura y al dis-
frute de los bienes y servi-
cios que presta el Estado en 
la materia, así como el ejerci-
cio de sus derechos cultura-
les. El Estado promoverá los 
medios para la difusión y 
desarrollo de la cultura, 
atendiendo a la diversidad 
cultural en todas sus mani-
festaciones y expresiones 
con pleno respeto a la liber-
tad creativa. La ley estable-
cerá los mecanismos para el 
acceso y participación a 
cualquier manifestación cul-
tural. 
 
Toda persona tiene derecho 
a la cultura física y a la prác-
tica del deporte. Corres-
ponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo 
conforme a las leyes en la 
materia.  
 
Toda persona tiene derecho 
a la movilidad en condicio-
nes de seguridad vial, acce-

Además de armonizar las dis-
posiciones del marco jurídico 
local con el cúmulo de refor-
mas en materia de medio am-
biente sano, vivienda digna y 
decorosa, cultura, cultura física 
y movilidad que devienen 
desde el año 1983. 
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sibilidad, eficiencia, sosteni-
bilidad, calidad, inclusión e 
igualdad. La Ley en la mate-
ria establecerá como mínimo 
los principios rectores, crite-
rios, diseño, jerarquía, finan-
ciamiento, formación y edu-
cación sobre la movilidad, 
las bases para la distribu-
ción de competencias y 
coordinación entre autorida-
des y los principios de la se-
guridad vial en la Entidad. 

 
De la ilustración, es posible identificar con suma precisión la variante en las inten-
ciones de las y los legisladores promoventes, pues por ejemplo, la diputada Ortiz 
Lanz pretende un corrimiento en los párrafos del artículo 6° Constitucional mediante 
una adición, insertando un nuevo texto como párrafo segundo, sin alterar la redac-
ción de los actuales párrafos segundo y tercero, para pasar a ser ahora los párrafos 
tercero y cuarto; con lo cual el artículo en mención pasaría de tener cuatro párrafos, 
con el fin de reforzar el interés superior de la niñez, ampliando y garantizando que 
las niñas, niños y jóvenes campechanos accedan plenamente al derecho a la edu-
cación. 
 
Además, propone adicionar un artículo 6o. Ter, al considerarlo necesario para efec-
tos de establecer a la educación como un derecho social fundamental, provocado 
por la ausencia de su establecimiento en la Carta Magna Local, armonizándolo con 
la Carta Nacional, además de establecer diversos elementos a tomar en cuenta en 
la proporción del servicio educativo. Así como reformar la fracción VI del artículo 19, 
con el objeto de incluir como obligación ciudadana la de inculcar a sus hijas, hijos y 
pupilos para cursar la educación inicial. 
 
Por otro lado, el diputado Jiménez Gutiérrez, en el artículo 6o. propone una modifi-
cación similar a la diputada Ortiz Lanz, con la intención de añadir dos párrafos que 
queden como segundo y tercero, recorriendo los actuales para quedar como tercero 
y cuarto, así como una reforma gramatical al párrafo primero. 
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Asimismo, propone adicionar un artículo 6o. Ter, cuyo sentido es más profundo y 
complejo, al tener el objeto de desarrollar y concretar principios, reconociendo los 
derechos a la movilidad urbana, medio ambiente sano, vivienda digna y decorosa, 
cultura y cultura física, haciendo énfasis principalmente en el primero de los dere-
chos, buscando que las autoridades en el ámbito de sus respectivas competencias 
modifiquen sus planes, estrategias, políticas públicas y líneas de acción para mejo-
rar las condiciones del libre desplazamiento, pero con una visión integradora con el 
medio ambiente, los espacios públicos y la infraestructura; cuya satisfacción permita 
alcanzar el bienestar ciudadano y la dignidad humana. 
 
 
Quinta. Declaración de competencia del Congreso Local y decisión de la Dipu-
tación Permanente 
 
Examinado lo anterior, es posible deducir que los temas que se ponen a considera-
ción engloban reformar y adicionar disposiciones en sede constitucional en las si-
guientes siete materias: 
 
 Educación 

Sentido: Reconocimiento a las niñas, niños y adolescentes de acceder a la educa-
ción básica, fomento en la ciudadanía de recibir educación en hijas, hijos y pupilos, 
así como establecer diversos elementos que las autoridades deben considerar al 
momento de impartir los servicios educativos. 
 

 Movilidad 
Sentido: Reconocimiento del derecho a la movilidad en condiciones de seguridad 
vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad, así como 
establecer principios rectores, criterios, diseño, jerarquía, financiamiento, formación 
y educación sobre la movilidad, las bases para la distribución de competencias y 
coordinación entre autoridades y los principios de la seguridad vial. 

 
 Medio ambiente  

Sentido: Reconocimiento a la persona del derecho a un medio ambiente sano para 
su desarrollo y bienestar, así como establecer que el Estado garantizará su respeto 
y fomentará las acciones para la participación activa de las personas.  
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 Vivienda  
Sentido: Reconocimiento del derecho a disfrutar una vivienda digna y decorosa, así 
como establecer instrumentos y apoyos para lograrlo.  
 

 Cultura 
Sentido: Reconocimiento del derecho al acceso a la cultura y de los bienes y servi-
cios que presta el estado en la materia, así como al ejercicio de sus derechos cultu-
rales. 
 

 Cultura física 
Sentido: Reconocimiento del derecho a la cultura física y a la práctica del deporte, 
así como establecer su promoción, fomento y estímulo. 

 
Ahora bien, para determinar si las propuestas activan la libertad de configuración 
legislativa del Congreso Estatal es necesario determinar si estamos frente a dere-
chos sobre los cuales es posible la regulación sustantiva o adjetiva por parte de esta 
Honorable Soberanía. 
 
Educación  
 
En principio de cuentas, el artículo 3° de la Constitución Política Federal establece 
que la educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, conforman la educación 
básica; ésta y la media superior serán obligatorias, debiendo ser garantizada por la 
Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios, además que será el Estado 
quien cuente con la rectoría de la educación, debiendo ser universal, inclusiva, pú-
blica, gratuita y laica. 
 
El mismo artículo dispone que debe priorizarse el acceso, permanencia y participa-
ción en los servicios educativos de niñas, niños y adolescentes. 
 
También señala que la educación será democrática, nacional, equitativa, inclusiva, 
intercultural, integral, de excelencia y deberá contribuir a la mejor convivencia hu-
mana, cuyos programas de estudio tendrán perspectiva de género y una orientación 
integral, por lo que se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades: la 
enseñanza de las matemáticas, la lectoescritura, la literacidad, la historia, la geo-
grafía, el civismo, la filosofía, la tecnología, la innovación, las lenguas indígenas de 
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nuestro país, las lenguas extranjeras, la educación física, el deporte, las artes, en 
especial la música, la promoción de estilos de vida saludables, la educación sexual 
y reproductiva y el cuidado al medio ambiente, entre otras. 
 
Por su parte, la Ley General de Educación, en su artículo 6, dispone que todas las 
personas habitantes del país deben cursar la educación preescolar, la primaria, la 
secundaria y la media superior, siendo obligación de las mexicanas y los mexicanos 
hacer que sus hijas, hijos o pupilos menores de dieciocho años asistan a las escue-
las, para recibir educación obligatoria, en los términos que establezca la ley, así 
como participar en su proceso educativo, al revisar su progreso y desempeño, ve-
lando siempre por su bienestar y desarrollo, en la inteligencia que la educación ini-
cial es un derecho de la niñez; es responsabilidad del Estado concientizar sobre su 
importancia y garantizarla. 
 
Circunstancias que conforme al artículo 4 de la Ley General en mención serán apli-
cadas y vigiladas por el Estado, entendiéndose como tal a la Federación, Estados, 
Ciudad de México y Municipios por así preverlo la fracción V de este numeral. 
 
Por lo anterior, esta Diputación Permanente considera que si el objeto de la pro-
puesta en materia de educación encierra un refuerzo normativo en sede constitu-
cional local a fin de garantizar que niñas, niños y adolescentes accedan sin excep-
ción alguna a la educación básica, es clara la concurrencia en la competencia 
que se surte en favor del Estado -entre otros- para legislar en esta materia. 
 
Para este Órgano Legislativo, la propuesta de la diputada priista en materia de edu-
cación es procedente en lo que respecta al fortalecimiento del principio del interés 
superior de la niñez, así como en la coercitividad a la ciudadanía campechana en 
hacer efectivo que sus hijas, hijos o pupilos reciban la educación obligatoria, pues 
aun y cuando no es como tal una reforma clasificada como gramatical o bien, para 
desarrollar y concretar principios, sí lo es para llenar lagunas y precisar conceptos, 
como lo es la educación en niñas, niños y adolescentes, que se estima atinada con 
el objeto de establecer sin lugar a dudas que es un derecho de la niñez y una obli-
gación de la ciudadanía, hacer efectivo esta premisa constitucional que a su vez, 
desemboque en actuaciones de las instituciones estatales encargadas de la educa-
ción en Campeche que este sector es prioritario al momento de diseñar la forma en 
que serán prestados los servicios educativos. 
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Ahora bien, en lo que corresponde a los elementos en la misma que la promovente 
propone incluir, se estima improcedente por las razones que se expresan. 
 
En el artículo 6o. Ter que intenta añadir, se aprecia que se integra por cuatro párra-
fos, llamando la atención de esta Diputación Permanente el último de ellos que a la 
letra dice: 
 

La educación se basará en el respeto irrestricto de la dignidad de las personas, con 
un enfoque de derechos humanos y de igualdad sustantiva tendera a desarrollar 
armónicamente, todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el 
amor a la patria, el respeto a todos derechos, las libertades, la cultura de paz y la 
conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia; pro-
moverá́ la honestidad, los valores y la mejora continua del proceso de enseñanza 
aprendizaje. 

 
Este Órgano Colegiado estima que estos elementos propuestos, no son propios de 
desarrollarse en una reforma constitucional, pues el calibre que exige establecer 
disposiciones en este cuerpo normativo se debe limitar a precisar bases y principios 
generales en que un derecho deba ser garantizado por el Estado, dado que la indi-
vidualización de aquellos, debe estar prescrito en una ley de carácter ordinaria. 
 
Para sostener lo anterior, basta con acudir al segundo párrafo del artículo 3° del 
Pacto Federal, en el cual se establece que la educación además de obligatoria será 
universal, inclusiva, pública, gratuita y laica. 
 
Establecer elementos como respeto a la dignidad humana, desarrollo de las facul-
tades del ser humano, amor a la patria, respeto a todos los derechos, honestidad, 
justicia, valores y mejora continua del proceso de enseñanza aprendizaje, son as-
pectos integrados en el modelo educativo emanado también de la Constitución Fe-
deral, del cual deriva en el mandato de que sea democrática, nacional, equitativa, 
inclusiva, intercultural, integral, de excelencia y deberá contribuir a la mejor convi-
vencia humana. 
 
Dicho de otro modo, los elementos que propone la diputada Ortiz Lanz forman parte 
de los fines de la educación, cuya regulación es propia de una legislación ordinaria 
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y no de la Constitución Local, en tanto, que este ordenamiento, dada su compleji-
dad, se itera, está diseñado para establecer bases y principios generales que deben 
ser individualizados en una ley secundaria. Pensar lo contrario, implicaría el absurdo 
de concluir que la Constitución Local sea el ordenamiento en el que además de 
establecer la garantía de un derecho humano, contengan la forma pormenorizada 
en que estos sean desarrollados o prestados por el Estado. 
 
Muestra de ello, es el contenido del artículo 15 de la Ley General de Educación en 
el que establece a lo largo de sus fracciones los fines de la educación, integrada por 
los elementos que la diputada iniciante pide sean incluidos en sede constitucional. 
 
En la inteligencia que conforme al artículo 1° de la Ley de Educación del Estado de 
Campeche, este ordenamiento tiene por objeto regular la educación que imparta el 
Estado, siendo que en su artículo 11, contempla que entre los objetivos de la edu-
cación se encuentra promover el desarrollo armónico de las facultades del ser hu-
mano3, fomentar el amor a la patria4, la conciencia a la solidaridad internacional5, 
respeto a la dignidad humana6 y creación de una sociedad justa en un régimen de 
libertad7, elementos considerados por la promovente para ser considerados como 
último párrafo del artículo 6o. Ter propuesto. 
 
Por los anteriores razonamientos, esta Diputación Permanente advierte con claridad 
la concurrencia en la competencia que se surte en favor del Estado -entre otros- 
para legislar en esta materia, pero se estima improcedente. 
 
Movilidad 
 
En cuanto a las adiciones referentes a establecer en sede constitucional el derecho 
a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibi-
lidad, calidad, inclusión e igualdad, es preciso señalar que este tema ya fue materia 
de análisis en diverso proceso legislativo seguido ante la Comisión de Puntos Cons-
titucionales y Control Interno de Convencionalidad en el expediente número 

                                                           
3 Véase fracción I 
4 Véase fracción II 
5 Véase fracción II 
6 Véase fracción III 
7 Véase fracción XI 
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INI/183/LXIV/11/22 referente a la iniciativa para adicionar un párrafo cuarto al ar-
tículo 6o. de la Constitución Política del Estado de Campeche, promovida por legis-
ladores del grupo parlamentario del Partido Movimiento Ciudadano, por lo que se 
encuentra dictaminada, restando únicamente ser puesto a consideración del Pleno 
del Congreso para su discusión y, en su caso, aprobación.  
 
No obstante, lo anterior, y teniendo a la vista el dictamen de la Comisión de Puntos 
Constitucionales y Control Interno de Convencionalidad, así como la iniciativa que 
por esta vía se analiza, este Órgano Colegiado no pasa por alto que, como parte de 
las modificaciones en materia de movilidad, el promovente propone establecer el 
enunciado siguiente: 
 

“La Ley en la materia establecerá como mínimo los principios rectores, criterios, di-
seño, jerarquía, financiamiento, formación y educación sobre la movilidad, las bases 
para la distribución de competencias y coordinación entre autoridades y los princi-
pios de la seguridad vial en la Entidad.” 

 
Esta parte de la propuesta se considera improcedente, en virtud que el Legislador 
Estatal carece de competencia para establecer en una legislación secundaria a nivel 
local principios rectores que regulen el ejercicio del derecho a la movilidad, diversos 
a los ya establecidos por el Legislador Federal, dado que, a partir de los extremos 
constitucionales de la fracción XXIX-C del artículo 73 Constitucional, concatenado 
con el artículo 1° de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial, le pertenece a la 
Federación. 
 
En la inteligencia que el propio artículo 4° de la Ley General de referencia, ya esta-
blece con precisión los principios de la movilidad y seguridad vial que serán los de 
accesibilidad, calidad, confiabilidad, diseño universal, eficiencia, equidad, habitabi-
lidad, inclusión e igualdad, movilidad activa, multimodalidad, participación, perspec-
tiva de género, progresividad, resiliencia, seguridad, seguridad vehicular, sostenibi-
lidad, transparencia y rendición de cuentas, transversalidad y uso prioritario de la 
vía o del servicio, los cuales deben ser materializados por la administración pública 
federal, entidades federativas, municipios, Ciudad de México y sus demarcaciones 
territoriales. 
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Por otro lado, los diversos aspectos que también se proponen en la iniciativa, es 
establecer en sede constitucional elementos como jerarquía, financiamiento, forma-
ción y educación sobre la movilidad, las bases para la distribución de competencias 
y coordinación entre autoridades y los principios de la seguridad vial en la Entidad, 
sin embargo, esta Diputación Permanente, igualmente considera que el Estado ca-
rece de competencia para legislar en este aspecto, por los siguientes razonamien-
tos: 
 
En principio de cuentas, la formación y educación son elementos que también son 
regulados por la Ley General en la materia, en la Sección Sexta de dicho ordena-
miento, en el cual se establece de manera concreta que la Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, diseñarán, implementarán, ejecuta-
rán, evaluarán y darán seguimiento a los planes, programas, campañas y acciones 
para sensibilizar, educar y formar a la población en materia de movilidad y seguridad 
vial, con el objetivo de generar la adopción de hábitos de prevención de siniestros 
de tránsito, el uso racional del automóvil particular; la promoción de los desplaza-
mientos inteligentes y todas aquellas acciones que permitan lograr una sana convi-
vencia en la vía pública. 
 
Y que, para su cumplimiento se promoverá la participación de personas especialis-
tas y la academia en el diseño e implementación de programas, campañas y accio-
nes en materia de educación vial, movilidad, y perspectiva de género que generen 
el desarrollo de políticas sostenibles e incluyentes con especial atención a los gru-
pos en situación de vulnerabilidad, orientadas al peatón, la bicicleta, al transporte 
público y al uso racional del automóvil particular. 
 
Destacando en su artículo 64 que la educación en materia de movilidad y seguridad 
vial tiene como objetivo transmitir una serie de conocimientos que todas las perso-
nas usuarias de la vía deben incorporar al momento de transitar por ésta, la cual 
deberá ser con perspectiva interseccional, en el que enumera ocho criterios míni-
mos que deben observarse al momento de crear políticas, programas, campañas y 
acciones de educación en materia de movilidad y seguridad vial. 
 
Mientras que, por el lado de la formación el artículo subsecuente dispone que la 
formación en materia de movilidad y seguridad vial implica que el personal técnico 
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y/o profesional cuenta con capacitación en dichas materias, así como en perspec-
tiva de género y necesidades de los grupos en situación de vulnerabilidad, siendo 
responsabilidad la Federación, las entidades federativas, los municipios y las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, promover acciones y mecanismos en coordinación con las dependen-
cias y entidades competentes, las concesionarias, las permisionarias, los sectores 
privado y social, para que el personal técnico y/o profesional en materia de movilidad 
y seguridad vial acredite su capacidad técnica y operativa. 
 
En el mismo orden, el artículo 6° de la Ley General, ya contempla una jerarquía de 
la movilidad, considerando en orden de importancia a las personas peatonas, ciclis-
tas, usuarias y prestadoras del servicio de transporte público de pasajeros, presta-
doras de servicios de transporte y distribución de bienes y mercancías y por último, 
a las personas usuarias de vehículos motorizados particulares. 
 
Asimismo, en lo que respecta al financiamiento para garantizar el ejercicio del de-
recho a la movilidad, la misma Ley General, en sus artículos 57, 59, 60 y 61, con-
templan los instrumentos de financiamientos, priorización de las acciones y recursos 
en materia de movilidad y seguridad vial, así como los programas federales de in-
versión, que de manera concreta señala que son instrumentos de financiamiento 
público los programas, acciones y proyectos de inversión relacionados con la movi-
lidad y la seguridad vial que desarrollen las autoridades competentes de los tres 
órdenes de gobierno, estableciendo que las Entidades Federativas -entre otras- de 
conformidad con lo establecido en las leyes en la materia y en el ámbito de sus 
facultades, podrán considerar la implementación de los instrumentos económicos y 
financieros, públicos y privados, de carácter nacional o internacional necesarios 
para mejorar la eficiencia y equidad en el acceso de los sistemas de movilidad, la 
renovación vehicular, la gestión de la seguridad vial y la sostenibilidad. 
 
Por último, en lo que respecta a la distribución de competencias y coordinación entre 
autoridades encargadas de hacer cumplir el derecho a la movilidad de las personas, 
en el mismo sentido, son aspectos regulados por el Título Tercero de la Ley General 
en la materia. 
 
De lo anterior, se colige que los elementos pretendidos por el promovente tratán-
dose de principios rectores, criterios, diseño, jerarquía, financiamiento, formación y 
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educación sobre la movilidad, las bases para la distribución de competencias y coor-
dinación entre autoridades y los principios de la seguridad vial, al ser aspectos ya 
regulados por la Ley General a partir del mandato constitucional previsto por su 
artículo 73, fracción XXIX-C, el Estado carece de competencia para preverlos en su 
Constitución Local. 
  
Ello, en virtud que son conceptos que ya fueron desarrollados por el legislador fe-
deral en la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial y que su materialización en 
Campeche debe hacerse en los términos delineados en dicho ordenamiento. Pues 
si bien es cierto, que dicho ordenamiento concurre la competencia a los Estados, 
no pasa por alto que deriva en acciones ejecutivas, mas no legislativas, es decir, 
está provisto el legislador local disminuir o aumentar aspectos que circunden en 
estos elementos, en las que tocara en su momento al legislador campechano prever 
la forma en que esas serán ejecutadas, pero bajo el amparo del mandato de la Ley 
General. Estimar lo contrario, implicaría arrogarse facultades que constitucional y 
legalmente le pertenecen a la Federación. 
 
Por tales razonamientos, al carecer de facultades para legislar en esta subcategoría 
específica, esta parte de la iniciativa se estima improcedente. 
 
Medio Ambiente Sano 
 
Respecto a esta temática la Constitución Política Federal en el párrafo quinto del 
artículo 4° señala que toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para 
su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. El daño 
y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque en términos 
de lo dispuesto por la ley. 
 
Por su parte la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente en 
su artículo 1º establece que  la misma es reglamentaria de las disposiciones de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preser-
vación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la protección al am-
biente, en el territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce su so-
beranía y jurisdicción. Sus disposiciones son de orden público e interés social y 
tienen por objeto propiciar el desarrollo sustentable y establecer las bases para: I.-
Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente sano para 
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su desarrollo, salud y bienestar; II.- Definir los principios de la política ambiental 
y los instrumentos para su aplicación; III.- La preservación, la restauración y el me-
joramiento del ambiente; IV.- La preservación y protección de la biodiversidad, así 
como el establecimiento y administración de las áreas naturales protegidas; V.- El 
aprovechamiento sustentable, la preservación y, en su caso, la restauración del 
suelo, el agua y los demás recursos naturales, de manera que sean compatibles la 
obtención de beneficios económicos y las actividades de la sociedad con la preser-
vación de los ecosistemas;  VI.- La prevención y el control de la contaminación del 
aire, agua y suelo;  VII.- Garantizar la participación corresponsable de las personas, 
en forma individual o colectiva, en la preservación y restauración del equilibrio eco-
lógico y la protección al ambiente;  VIII.- El ejercicio de las atribuciones que en 
materia ambiental corresponde a la Federación, las entidades federativas, los 
Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, bajo el prin-
cipio de concurrencia previsto en el Artículo 73 fracción XXIX - G de la Cons-
titución; IX.- El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción y 
concertación entre autoridades, entre éstas y las Instituciones académicas y de in-
vestigación, los sectores social y privado, así como con personas y grupos sociales, 
en materia ambiental;  X.- El establecimiento de medidas de control y de seguridad 
para garantizar el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y de las disposiciones 
que de ella se deriven, así como para la imposición de las sanciones administrativas 
y penales que correspondan. 
 
Sobre el particular es preciso destacar que el 10 de agosto de 1987 se reformaron 
los artículos 27 y 73 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
dando cabida expresa a las acciones de preservación y restauración de equilibrio 
ecológico, reconociéndolas desde entonces como tareas de los poderes públicos. 
 
Así pues, el artículo 73 fue adicionado con la fracción XXIX inciso G, donde se fa-
cultó al Congreso “para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Go-
bierno Federal, de los Gobierno de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, en materia de protección al ambiente y de preserva-
ción y restauración del equilibrio ecológico. 
 
Dicha reforma representó un cambio primordial pues estableció la concurrencia de 
los tres órdenes de gobierno en materia de protección al ambiente y restauración 
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del equilibrio ecológico, que se materializó formalmente en la Ley General de Equi-
librio Ecológico y de Protección al Ambiente. 
 
Cabe señalar que cuando se habla de concurrencia, no es que se trate de un ejer-
cicio simultáneo de competencias, sino que por facultades concurrentes entende-
mos aquellas que implican que la Federación y los Estados puedan actuar respecto 
de una misma materia y que sus facultades deben ejercerse de manera coordinada, 
siendo el Congreso de la Unión el que determina la forma y los términos de partici-
pación de los niveles de gobierno a través de la legislación general. 
 
Luego entonces, el Congreso del Estado es competente para legislar en materia 
ambiental, sin embargo dadas las consideraciones que anteceden resulta parcial-
mente procedente la propuesta de incluir en el texto constitucional local el recono-
cimiento del derecho a un medio ambiente sano y el fomento de acciones necesa-
rias para la participación activa de la ciudadanía y gobierno para su ejercicio, en el 
entendido que dicho derecho ya se encuentra reconocido en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos aplicable a todo el territorio de nuestro país y, el 
legislador federal reservó en la legislación general en materia de equilibrio ecológico 
y protección al ambiente, el establecer las bases para garantizar el derecho de toda 
persona a vivir en un medio ambiente sano, siendo que en dicha legislación general 
es en donde se establecerán las bases para el ejercicio de las atribuciones que en 
materia ambiental habrán de corresponder a las entidades federativas. 
 
Circunstancia que queda puntualizada en la propia Ley General en su artículo 4º, al 
señalar que “La Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demar-
caciones territoriales de la Ciudad de México ejercerán sus atribuciones en materia 
de preservación y restauración del equilibrio ecológico y la protección al ambiente, 
de conformidad con la distribución de competencias prevista en esta Ley y en otros 
ordenamientos legales.” 
   
Vivienda 
 
El reconocimiento a la vivienda se encuentra plasmado en el párrafo séptimo del 
artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual es-
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tablece que toda “Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y deco-
rosa. La Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal 
objetivo.” 
 
En ese tenor es conveniente señalar que el derecho a la vivienda abarca libertades 
particulares como: 
 
La protección contra los desalojos forzosos y la destrucción y demolición arbitrarias 
del hogar; el derecho de ser libre de injerencias arbitrarias en el hogar, la privacidad 
y la familia; y el derecho a elegir la residencia y determinar dónde vivir y el derecho 
a la libertad de circulación. 

Además de que este derecho contiene otros entre los que figuran: 

La seguridad de la tenencia;  la restitución de la vivienda, la tierra y el patrimonio; 
el acceso no discriminatorio y en igualdad de condiciones a una vivienda adecuada; 
y la participación en la adopción de decisiones relativas a la vivienda en los planos 
nacional y comunitario. 

Es por ello que con el propósito de garantizar el derecho a la vivienda el Congreso 
de la Unión expidió la Ley de Vivienda, publicada en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 27 de junio de 2006. 
 
En cuyo artículo 1° establece que dicha Ley es reglamentaria del artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de vivienda. Sus 
disposiciones son de orden público e interés social y tienen por objeto establecer y 
regular la política nacional, los programas, los instrumentos y apoyos para que toda 
familia pueda disfrutar de vivienda digna y decorosa. La vivienda es un área priori-
taria para el desarrollo nacional. El Estado impulsará y organizará las actividades 
inherentes a la materia, por sí y con la participación de los sectores social y privado, 
de acuerdo con las disposiciones de esta Ley. La política nacional y los programas, 
así como el conjunto de instrumentos y apoyos que señala este ordenamiento, con-
ducirán el desarrollo y promoción de las actividades de las dependencias y entida-
des de la Administración Pública Federal en materia de vivienda, su coordinación 
con los gobiernos de las entidades federativas y municipios, y la concertación con 
los sectores social y privado, a fin de sentar las bases para aspirar a un desarrollo 

https://www.ohchr.org/EN/Issues/Housing/Pages/ForcedEvictions.aspx
https://www.ohchr.org/EN/Issues/Housing/Pages/SecurityOfTenure.aspx
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nacional más equitativo, que integre entre sí a los centros de población más desa-
rrollados con los centros de desarrollo productivo, considerando también a los de 
menor desarrollo, para corregir las disparidades regionales y las inequidades socia-
les derivadas de un desordenado crecimiento de las zonas urbanas. 
 
Asimismo el artículo 17 del citado ordenamiento legal señala que la Secretaría  de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano promoverá que los gobiernos de las enti-
dades federativas expidan sus respectivas leyes de vivienda, en donde esta-
blezcan la responsabilidad y compromiso de los gobiernos de las entidades federa-
tivas, municipales y, en su caso alcaldías, en el ámbito de sus atribuciones para la 
solución de los problemas habitacionales de sus comunidades. Entre otras tareas y 
responsabilidades, deberá promoverse que:  
 
A.- Los gobiernos de las entidades federativas asuman las siguientes atribuciones:  
 
I. Formular y aprobar los programas estatales de vivienda, en congruencia con los 
lineamientos de la Política Nacional señalados por esta Ley, así como evaluar y 
vigilar su cumplimiento; 
II. Instrumentar mecanismos indicativos de las tendencias del desarrollo urbano y el 
ordenamiento territorial a mediano y largo plazo, así como realizar la planeación, 
programación y presupuestación de las acciones de suelo y vivienda de la entidad 
federativa, otorgando atención preferente a la población en situación de pobreza; 
III. Convenir programas y acciones de suelo y vivienda con el Gobierno Federal, con 
los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios y las alcaldías; bajo 
criterios de desarrollo regional, ordenamiento territorial, planeación urbana y vi-
vienda sustentable, procurando el aprovechamiento y explotación racional de los 
recursos naturales y el respeto al medio ambiente;  
IV. Apoyar a las autoridades municipales y las alcaldías que lo soliciten, en la pla-
neación, gestión de recursos, operación de programas y en la ejecución de acciones 
en materia de suelo y vivienda;  
V. Promover la participación de los sectores social y privado en la instrumentación 
de los programas y acciones de suelo y vivienda, de conformidad con lo dispuesto 
en esta Ley y en los demás ordenamientos legales aplicables, y 
VI. Informar a la sociedad sobre las acciones que realicen en materia de suelo y 
vivienda. 
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De lo anterior se infiere que si bien es cierto en el artículo 17 de la Ley de Vivienda 
se reconoce la facultad de las entidades federativas para legislar con el pro-
pósito de expedir sus respectivas leyes de vivienda, no podemos dejar de con-
siderar que este derecho se encuentra intrínsecamente relacionado con el trabajo y 
la previsión social, materias que en términos de lo dispuesto en el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, corresponden al Congreso 
de la Unión, razón por la cual resultan limitadas las atribuciones para legislar en 
dicha materia, no obstante por tratarse del reconocimiento de un derecho humano 
plasmado en diversos tratados internacionales entre los que se encuentran la De-
claración Universal de Derechos Humanos de 1948 y el Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966.  
 
Y en virtud de que el derecho a una vivienda adecuada incumbe a todos los Estados, 
en atención al mandato establecido en el artículo 1° constitucional que señala que 
“Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos”, es que esta Dipu-
tación Permanente se pronuncia a favor de considerar procedente la propuesta 
planteada por el promovente. 
 
Cultura  
 
El texto del párrafo décimo segundo del artículo 4° de la Constitución Federal esti-
pula que: “Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los 
bienes y servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus 
derechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarrollo 
de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y 
expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La ley establecerá los meca-
nismos para el acceso y participación a cualquier manifestación cultural.” 
 
Luego entonces, por medio de este derecho se busca garantizar que toda y todo 
mexicano, independientemente de su posición económica o situación geográfica, 
tenga acceso a los bienes y servicios culturales. El derecho al acceso a los bienes 
y servicios culturales implica que haya libertad artística y fomento del arte, de ma-
nera tal que la cultura se convierta en un fin del Estado. 
 

https://www.un.org/en/universal-declaration-human-rights/index.html
https://www.un.org/en/universal-declaration-human-rights/index.html
https://ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
https://ohchr.org/EN/ProfessionalInterest/Pages/CESCR.aspx
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Es por ello, que con el propósito de hacer efectivo el derecho al acceso a la cultura 
se expidió por el Congreso de la Unión la Ley General de Cultura y Derechos Cul-
turales, que fue publicada en el Diario Oficial de la federación el 19 de junio de 2017, 
en cuyo artículo 1 se establece que la presente Ley regula el derecho a la cultura 
que tiene toda persona en los términos de los artículos 4o. y 73, fracción XXIX-Ñ de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dicha legislación ge-
neral promueve y protege el ejercicio de los derechos culturales y establece las ba-
ses de coordinación para el acceso de los bienes y servicios que presta el Estado 
en materia cultural. Sus disposiciones son de orden público e interés social y de 
observancia general en el territorio nacional. 
 
Señalando además que tiene por objeto: I. Reconocer los derechos culturales de 
las personas que habitan el territorio de los Estados Unidos Mexicanos; II. Estable-
cer los mecanismos de acceso y participación de las personas y comunidades a las 
manifestaciones culturales; III. Promover y respetar la continuidad y el conocimiento 
de la cultura del país en todas sus manifestaciones y expresiones; IV. Garantizar el 
disfrute de los bienes y servicios que presta el Estado en materia cultural; V. Pro-
mover, respetar, proteger y asegurar el ejercicio de los derechos culturales; VI. Es-
tablecer las bases de coordinación entre la Federación, las entidades federa-
tivas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de México en materia de política 
cultural; VII. Establecer mecanismos de participación de los sectores social y pri-
vado, y VIII. Promover entre la población el principio de solidaridad y responsabili-
dad en la preservación, conservación, mejoramiento y restauración de los bienes y 
servicios que presta el Estado en la materia. 
 
Por ende, y atendiendo a lo preceptuado por el artículo 73 fracción XXIX-Ñ de la 
Carta Magna Federal que dispone la facultad del Congreso de la Unión para expedir 
leyes que establezcan las bases sobre las cuales la Federación, las entidades fe-
derativas, los Municipios y, en su caso, las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, coordinarán sus acciones 
en materia de cultura, salvo lo dispuesto en la fracción XXV de este artículo, y que 
establecerán los mecanismos de participación de los sectores social y privado, con 
objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo décimo segundo del artículo 4o. 
de dicha Constitución, es que se advierte la facultad concurrente para legislar en 
esa materia, siempre y cuando sea en el marco de las disposiciones que al efecto 
establece la legislación general a que se ha hecho referencia en esa materia. De 
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ahí resulta parcialmente procedente la propuesta del promovente, sólo por 
cuanto al reconocimiento al derecho de acceso a la cultura y al disfrute de bienes y 
servicios que preste el Estado, así como al ejercicio de sus derechos culturales.   
 
Cultura física 
 
Finalmente por cuanto al derecho a la cultura física y a la práctica del deporte, éste 
se encuentra reconocido en el párrafo décimo tercero del artículo 4° de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
Estableciéndose entre las facultades del Congreso de la Unión, en el artículo 73 
fracción XXIX-J, el legislar en materia de cultura física y deporte con objeto de cum-
plir lo previsto en el artículo 4o. de esta Constitución, estableciendo la concurrencia 
entre la Federación, las entidades federativas, los Municipios y, en su caso, las de-
marcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias; así como la participación de los sectores social y privado. 
 
Facultad que quedó materializada con la expedición de la Ley General de Cultura 
Física y Deporte publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 
2013, en cuyos numerales 6 y 7 dispone que la Federación, las entidades federati-
vas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, fomen-
tarán la activación física, la cultura física y el deporte en el ámbito de su competen-
cia, de conformidad con las bases de coordinación previstas en esta Ley, su Regla-
mento y demás ordenamientos aplicables, además de que la Federación, las enti-
dades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán el adecuado 
ejercicio del derecho de todos los mexicanos y las mexicanas a la cultura física y a 
la práctica del deporte. 
 
Norma General en cuyo Artículo Décimo Primero transitorio mandató que: 
 
“Para los efectos de lo establecido en la presente Ley las autoridades competentes 
ajustarán su legislación dentro del primer año siguiente a la entrada en vigor del 
presente Decreto.” 
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Resultando de ahí la competencia para legislar en esta materia, atendiendo a las 
facultades concurrentes de la Federación y Entidades Federativas. 
 
Por lo que atendiendo a que el reconocimiento constitucional del derecho a la cultura 
física y el deporte significará para el Estado la asunción definitiva de un compromiso 
encaminado al aseguramiento del bienestar social de la ciudadanía, es por lo que 
esta Diputación Permanente considera procedente dicho reconocimiento en la 
Constitución Política del Estado. 
 
 
Séptima. Análisis de la redacción normativa  
 
Que vertidas las argumentaciones sobre la procedencia e improcedencia de cada 
una de los puntos planteados en las propuestas en estudio, se concluye sobre la 
conveniencia de modificar la Constitución Política del Estado de Campeche, espe-
cíficamente para adicionar los párrafos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo al 
artículo 6o., con el propósito de garantizar el ejercicio pleno de los derechos huma-
nos a la niñez y adolescencia; así como reconocer el derecho a la educación en los 
términos que establece el artículo 3° de la Constitución Federal y el acceso a la 
formación profesional y continua; el derecho a un medio ambiente sano; a la vi-
vienda digna y decorosa; al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y servicios 
que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus derechos culturales; 
a la cultura física y a la práctica del deporte. 
 
Además de reformar la fracción VI del artículo 19, a afecto de incorporar entre las 
obligaciones del ciudadano campechano, el hacer que sus hijas, hijos o pupilos me-
nores de edad reciban la educación obligatoria en términos de lo que establece el 
artículo 3° constitucional, y participar en el proceso educativo. 
  
Para quedar en los términos siguientes: 
 
ARTÍCULO 6o.- …… 
 
Toda ……  
 
Atendiendo…...  
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La educación es un derecho humano. Este derecho incluye la facultad de re-
cibir gratuitamente la enseñanza obligatoria en los términos que establece el 
artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La 
educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado 
concientizar sobre su importancia.  
 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y 
bienestar. El Estado promoverá y garantizará el respeto de este derecho. 
 
Toda persona tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna y decorosa. La 
Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal 
objetivo. 
 
Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y 
servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus de-
rechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarro-
llo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifesta-
ciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. 
 
Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Co-
rresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes 
en la materia. 
 
 
ARTÍCULO 19.- ………… 
 
 

I. a V. ……………. 
 

VI. Hacer que sus hijas, hijos o pupilos menores de edad concurran a las escue-
las, para recibir la educación obligatoria en los términos que establece el 
artículo 3o. de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como participar en su proceso educativo, al revisar su progreso 
y desempeño, velando siempre por su bienestar y desarrollo; 

VII. y VIII. ……….. 
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Sexta. Impacto Presupuestal 
 
Que por cuanto a las disposiciones del artículo 23 de la Ley de Disciplina Financiera 
y Responsabilidad Hacendaria del Estado de Campeche y sus Municipios, así como 
por lo previsto en el artículo 16 de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 
Federativas y los Municipios, se estima tras el análisis razonado sobre los alcances 
y la naturaleza jurídica de las modificaciones que se proponen, que las mismas no 
generarán impacto presupuestal alguno en el Presupuesto de Egresos del Estado, 
puesto que se tratan de disposiciones que no producen cargas presupuestales adi-
cionales a las previstas para el Estado, condición jurídica que hace viable su apro-
bación.  
 
Bajo este orden de consideraciones se propone el siguiente proyecto de  
 
 

DECRETO 
 

El Congreso del Estado de Campeche, en uso de la facultad que le confieren los 
artículos 130 y 131 de la Constitución Política del Estado, previa la aprobación de 
esta LXIV Legislatura y de la (totalidad o mayoría) de los HH. Ayuntamientos de los 
Municipios de la Entidad, declara aprobada la adición y reforma de los artículos 6o. 
y 19 de la precitada Constitución Política del Estado de Campeche, y en consecuen-
cia decreta: 

 
Número ____ 

 
 
ARTÍCULO ÚNICO.- Se adicionan los párrafos cuarto, quinto, sexto, séptimo y oc-
tavo al artículo 6o. y se reforma la fracción VI del artículo 19 de la Constitución 
Política del Estado de Campeche, para quedar como sigue: 
 
 
ARTÍCULO 6o.- …… 
 
Toda …..  
 
Atendiendo…...  
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La educación es un derecho humano. Este derecho incluye la facultad de re-
cibir gratuitamente la enseñanza obligatoria en los términos que establece el 
artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La 
educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado 
concientizar sobre su importancia.  
 
Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y 
bienestar. El Estado promoverá y garantizará el respeto de este derecho. 
 
Toda persona tiene derecho a disfrutar de una vivienda digna y decorosa. La 
Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal 
objetivo. 
 
Toda persona tiene derecho al acceso a la cultura y al disfrute de los bienes y 
servicios que presta el Estado en la materia, así como el ejercicio de sus de-
rechos culturales. El Estado promoverá los medios para la difusión y desarro-
llo de la cultura, atendiendo a la diversidad cultural en todas sus manifesta-
ciones y expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. 
 
Toda persona tiene derecho a la cultura física y a la práctica del deporte. Co-
rresponde al Estado su promoción, fomento y estímulo conforme a las leyes 
en la materia. 
 
 
ARTÍCULO 19.- ………… 
 

I. a V. ……………. 
 

VI. Hacer que sus hijas, hijos o pupilos menores de edad concurran a las escue-
las, para recibir la educación obligatoria en los términos que establece el 
artículo 3o. de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como participar en su proceso educativo, al revisar su progreso 
y desempeño, velando siempre por su bienestar y desarrollo; 

VII. y VIII. ……….. 
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TRANSITORIOS 
   

Artículo Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el Periódico Oficial del Estado. 
 
Artículo Segundo.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias, 
de igual o menor jerarquía, del marco jurídico estatal, que se opongan al contenido 
del presente decreto. 

 

ASÍ LO RESUELVE LA DIPUTACIÓN PERMANENTE EN EL PALACIO LEGISLA-
TIVO DE LA CIUDAD DE SAN FRANCISCO DE CAMPECHE, CAMPECHE, A LOS -
TREINTA DÍAS DEL MES DE AGOSTO DEL AÑO DOS MIL VEINTITRÉS. - - - - - - -  
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